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Quizás no haya recibido la suficiente atención el re-
ciente debate que ha aprobado la Ley de Derechos y 
Garantías de la Persona en el Proceso de la Muerte en 
las Cortes de Aragón. Esta legislación crea un prece-
dente nada tranquilizador para el futuro proyecto de 
ley de cuidados paliativos nacional y menos aún para 
los ciudadanos de Aragón. Hasta ahora, las decisiones 
en la práctica asistencial, que deben ser tomadas 
siempre buscando el mejor bien del paciente, han si-
do siempre juzgadas teniendo como referencia la le-
gislación y la lex artis. El Supremo definió este térmi-
no como "la ley no escrita, pero existente, que regula 
el ejercicio de una profesión", aclarando que, en el ca-
so de las profesiones sanitarias, esto incluía el deber 
de ajustar la actuación individual a las reglas técnicas, 
normas legales y principios deontológicos vigentes. 

La ley aragonesa sitúa la relación médico-paciente 
en un escenario muy distinto, ya que la búsqueda 
consensuada del bien del paciente en situaciones tan 
diversificadas y difíciles como las que plantean las en-
fermedades en su fase más avanzada, en las que se ve 
próximo el final de la vida, se ve sustituida en el texto 
legislativo por un indeterminado "derecho a la seda-
ción paliativa" (artículo 14) sin considerar si esa ac-
tuación puede considerarse indicada o no basándose 
en la situación individual de cada caso. De igual mo-
do, la posibilidad de que la petición de una sedación 
pueda ser desestimada al poder ser sustituida adecua-
damente por fármacos de diferentes características, o 
por una buena psicoterapia de apoyo en el marco de 
la toma de decisiones compartida, no parece haber si-

do considerada por los legisladores. En cambio, el 
simple "obstáculo o impedimento a los ciudadanos o 
ciudadanas del disfrute de cualquiera de los derechos 
referidos" está considerado como "infracción muy 
grave" (artículo 31) y, por tanto, "se les podrá aplicar 
la revocación de la autorización para la actividad en 
centros y establecimientos sanitarios". Esta amenaza 
de sanciones sin más motivo que el hecho de oponer-
se a la voluntad del paciente o de sus familiares es 
más que probable que origine conductas de medicina 
defensiva, ya que la búsqueda de decisiones consen-
suadas muy posiblemente se sustituirá por el temor a 
recibir penalizaciones, sean económicas o adminis-
trativas. 

También se establece el "derecho a la retirada de 
una intervención" que, con una redacción más clarifi-
cadora, podría ser entendido como la éticamente 
aceptada limitación del esfuerzo terapéutico. Aquí, 
lamentablemente, al no diferenciar entre medidas 
desproporcionadas y cuidados básicos, tales como la 
hidratación o el soporte nutricional enteral, la ley 
también ofrece otro punto de confusión que, muy po-
siblemente, podrá originar nuevas situaciones de con-
flicto donde antes no las había. En definitiva, en esta 
nueva legislación el derecho a morir dignamente pa-
rece sustituirse por el derecho a morir rápidamente. 

Otros caminos más acertados   
Afortunadamente, en Navarra la ley no ha seguido 
ese mismo camino. El texto no menciona la sedación 
como derecho y las sanciones a los profesionales que-

dan limitadas, por ejemplo, a la falta de cumplimen-
tación de datos clínicos y al impedimento de las vo-
luntades anticipadas o del acompañamiento familiar. 

Por tanto, otros enfoques (también legislativos) 
son posibles siempre que, como hasta ahora, se respe-
te el deber de los profesionales a la toma de decisio-
nes adecuada a las circunstancias de cada paciente in-
dividual, que, además, pueden variar con su estado 
emocional y con el control de sus síntomas. Quizás 
no esté de más recordar que el documento de con-
senso de la OMC y la Sociedad Española de Cuidados 
Paliativos afirma que "la ley debe promover el respeto 
de la buena práctica médica y de los códigos de deon-
tología de las profesiones sanitarias", lo cual debería 
ser recogido en cualquier texto legal que desarrolle 
estas cuestiones como exigencia de que las actuacio-
nes profesionales se hagan en el mejor interés del pa-
ciente, según la lex artis ad hoc, y no sólo para evitar 
discusiones con el paciente o sus familiares. El pro-
yecto de ley que actualmente se está decidiendo se 
encuentra en una encrucijada. Se puede diseñar una 
ley que aúne voluntades enfatizando la posibilidad de 
disponer de unos cuidados paliativos de calidad en to-
do el territorio nacional (lo que incluye la correspon-
diente asignación de recursos), o se puede optar por 
promover el abandono de los pacientes administran-
do sedaciones y muertes rápidas, amenazando con 
sanciones a quien se oponga a estas prácticas, con lo 
que la eutanasia encubierta habría quedado implanta-
da sin ulteriores discusiones. Los dos caminos están 
abiertos. Queda por decidir cuál queremos recorrer.
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El autor critica la ley aragonesa sobre derechos y garantías de la persona 
en el proceso de la muerte por reconocer a los pacientes el derecho a la 
sedación paliativa sin considerar que dicha actuación esté o no 

médicamente indicada. Afirma que calificar como infracción muy grave los 
obstáculos a los derechos de los pacientes dará paso a una medicina 
defensiva.

➔

CATALUÑA LA NIÑA DE DOS AÑOS FALLECIÓ EN EL HOSPITAL 

El ICS es condenado a pagar 180.000 e 
por retrasar el diagnostico de meningitis 
❚ Redacción                                        

El Juzgado Contencioso-
administrativo número 17 
de Barcelona ha condena-
do al Instituto Catalán de 
la Salud (ICS) a pagar 
180.000 euros a los padres 
de una menor que murió 
de una meningitis, que no 
le fue diagnosticada en las 
tres visitas que recibió en 
un centro de atención pri-
maria de Gerona.  Según la 
sentencia, los padres fue-
ron al centro con su hija de 
dos años el 23 de enero de 
2004, porque sufría tos, 
fiebre y vómitos, y el médi-
co determinó bronquitis y 
aparición de dientes. 

Como los síntomas no 
remitían, al día siguiente, 
volvieron al centro con la 
menor donde otro faculta-
tivo diagnosticó anginas y 
el 27 de enero, regresaron 
para que otro galeno la ex-

plorara determinando que 
tenía pus en la boca y acon-
sejando a los progenitores 
que siguieran el tratamien-
to que su compañero les 
había recomendado. 

 El 2 de febrero de 2004, 
los padres llevaron a la pe-
queña al Hospital de Figue-
res (Gerona) donde fue in-
mediatamente diagnostica-
da de meningitis, siendo 
trasladada de urgencia al 
Hospital Josep Trueta de la 
capital gerundense donde 
murió 3 días después. El 

juez señala que la persis-
tencia de los síntomas 
"obligaba a los médicos a 
derivarla a un centro de ni-
vel superior o a practicar 
pruebas complementarias, 
que hubieran podido orien-
tar el diagnóstico". 

Un caso similar 
Este fallo está en sintonía 
con un pronunciamiento 
del TSJ de Castilla y León 
que condenó al Sacyl a in-
demnizar con 500.000 eu-
ros el retraso en la realiza-
ción de una punción me-
dular en un bebé, al que se 
le diagnosticó una menin-
gitis. Como consecuencia 
de esta mala praxis el me-
nor sufre una minusvalía 
del 75 por ciento. El tribu-
nal condena por retrasar 
los medios de diagnóstico 
cuando había síntomas 
persistentes (DM de ayer). 

Diez profesionales del Derecho se han unido para crear la Asociación Andaluza de Derecho 
Sanitario para favorecer mediante sus actividades, la organización, promoción, difusión y 
progreso de estudios e investigaciones relacionados con el Derecho Sanitario y con la salud y 
su protección en relación con las normas jurídicas. La asociación, presidida por el letrado 
Eduardo Martín Serrano, está formada por los abogados Antonio de Torres Viguera, José En-
rique Peña Martín, Manuel Illán Gómez, Félix Diego Barquín, María Jesús Alarcón, Rafael 
Belmonte Gómez, Antonio Diez Murciano, Jose María Mora García y Diego Vera Jurado. En 
la declaración de intenciones los letrados afirman que la asociación nace "con el deseo de 
propiciar el encuentro adecuado entre dos grandes humanismos como son el Derecho y la 
Medicina, entendida esta última en su más amplio sentido de ciencia sanitaria o ciencia de 
la salud". Tras su constitución, que contó con el respaldo de la Asociación Española de Dere-
cho Sanitario, representada por su presidente Ricardo De Lorenzo, la asociación tiene previs-
to iniciar contactos con la Consejería de Salud y con los consejos profesionales sanitarios.

Nace la Asociación Andaluza de Derecho Sanitario
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